El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría. 
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Providencia:                              
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Radicación Nro.


66001-31-05-003-2014-00609-01

Proceso

 
             Ordinario Laboral

Demandante:


Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema: LIMITES DE LAS FACULTADES EXTRA Y ULTRA PETITA. La Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL8603 de 1º de julio de 2015 radicación Nº 50.550 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en un caso en el que la demandante solicitó la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, pero que el juez de primera instancia haciendo uso de las facultades extra y ultra petita reconoció la pensión de invalidez, manifestó:

“Si bien es cierto que el artículo 50 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social le otorga al juez de primera instancia la facultad de ordenar el reconocimiento y pago de prestaciones diferentes de las pedidas, «cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en el proceso y estén debidamente probados», también lo es que dicha facultad extra petita no es absoluta y encuentra un límite en tratándose de prestaciones que no fueron objeto de la reclamación administrativa.

En este caso se observa que la demandante le solicitó administrativamente al ISS el reconocimiento de la pensión de vejez, según se infiere de la Resoluciones Nos. 000982 de 2005 y 1251 de 2007 (Folios 3 a 5), es decir, la promotora del proceso agotó la reclamación administrativa en relación con la pensión de vejez, pero no la agotó respecto de la pensión de invalidez, que fue la que finalmente ordenó el juez de primera instancia.

Al respecto, esta Sala de Casación Laboral ha adoctrinado que la reclamación administrativa constituye un factor de competencia del juez del trabajo cuando la demandada sea la Nación, las entidades territoriales o cualquiera otra entidad de la administración pública, como lo es el ISS.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veintidós de junio de dos mil dieciséis, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 13 de abril de 2015, dentro del proceso promovido por el señor GABRIEL DE JESUS VÁSQUEZ BURITICÁ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00609-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá que la justicia laboral declare que tiene derecho a la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 20 de diciembre de 2010, los intereses moratorios previstos en la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que desde hace algún tiempo viene padeciendo cardiomiopatía isquémica e hipertensión esencial primaria, motivo por el que fue calificado el 16 de septiembre de 2013 por el Departamento de Medicina Laboral de Colpensiones con una PCL equivalente al 51.88% de origen común y estructurada el 29 de diciembre de 2010; sostiene que al no encontrarse de acuerdo con la fecha de estructuración, presentó recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, quien determinó por medio de dictamen de 16 de enero de 2014 que la fecha de estructuración de la invalidez se fijó el 20 de diciembre de 2010; indica que elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez ante Colpensiones, la cual fue resuelta negativamente mediante la resolución Nº GNR 284915 de 13 de agosto de 2014; finalmente asegura que tiene cotizadas 115.72 semanas con posterioridad a la fecha de estructuración y 802.92 semanas cotizadas con anterioridad al 1º de abril de 1994.
Al contestar la demanda –fls.47 a 51- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó todos los hechos relatados por el actor, haciendo claridad que con posterioridad a la fecha de estructuración tiene acreditadas 180.01 semanas de cotización. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.
En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. las partes en la etapa correspondiente a la fijación del litigio determinaron que lo que se debía resolver en el presente asunto es si el señor Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá tiene derecho a la pensión de invalidez aplicando el principio de la condición más beneficiosa.

En sentencia de 13 de abril de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que el señor Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá tiene una PCL equivalente al 51.88% de origen común y estructurada el 20 de diciembre de 2010, motivo por el que le correspondía acreditar dentro de los tres años anteriores a esa calenda por lo menos 50 semanas de cotización para acceder a la pensión de vejez, sin embargo, al no tener semanas de cotización alguna en ese periodo, concluyó que no tenía derecho a la prestación económica solicitada.
Posteriormente, manifestó que tampoco hay lugar a reconocer la pensión de invalidez en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, pues no cumple con los derroteros señalados por la Sala de Casación Laboral para esos efectos, pues al no estar activo como cotizante para el momento en que se estructuró su invalidez, le correspondía acreditar 26 semanas dentro del año inmediatamente anterior, sin que así lo haya hecho.

No obstante lo anterior, expresó la falladora de primera instancia que con base en las facultades extra y ultra petita, había lugar a reconocer a favor del señor Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, dado que él tiene una deficiencia física, síquica o sensorial superior al 50%, cumplió los 55 años de edad el 11 de septiembre de 2011 y tiene acreditadas un total de 1043,44 semanas cotizadas al sistema general de pensiones. Por esos motivos ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica en cuantía equivalente al salario mínimo legal vigente a partir de la fecha en que se acredite la desafiliación al sistema.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

EL CASO CONCRETO

Con el fin de resolver el problema jurídico que se plantea en esta instancia, esto es, si se daban los presupuestos necesarios para que la funcionaria de primer grado condenara a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 a favor del señor Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá en virtud de las facultades extra y ultra petita, es necesario recordar que el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S. prevé que el juez podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagados.

Bajo esos parámetros y al revisar los hechos, pretensiones y razones de derecho de la demanda –fls.2 a 22- no se registra ninguna referencia e intención del señor Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá de que se le reconozca una prestación económica diferente a la pensión de invalidez y en ese sentido fue que la Administradora Colombiana de Pensiones contestó el libelo introductorio, al punto que las partes en la fijación del litigio circunscribieron el objeto del proceso en determinar si el accionante tenía derecho a que se le reconociera la prestación por invalidez aplicando el principio de la condición más beneficiosa; situación ésta que vislumbra que en el proceso nunca estuvo en discusión la posibilidad de que el demandante accediera a la pensión especial de vejez; motivo por el que no le era dable a la falladora de primer grado reconocer esa prestación económica en virtud de las facultades extra y ultra petita.
Es que nótese como la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia SL8603 de 1º de julio de 2015 radicación Nº 50.550 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en un caso en el que la demandante solicitó la pensión especial de vejez prevista en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, pero que el juez de primera instancia haciendo uso de las facultades extra y ultra petita reconoció la pensión de invalidez, manifestó:
“Si bien es cierto que el artículo 50 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social le otorga al juez de primera instancia la facultad de ordenar el reconocimiento y pago de prestaciones diferentes de las pedidas, «cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en el proceso y estén debidamente probados», también lo es que dicha facultad extra petita no es absoluta y encuentra un límite en tratándose de prestaciones que no fueron objeto de la reclamación administrativa.

En este caso se observa que la demandante le solicitó administrativamente al ISS el reconocimiento de la pensión de vejez, según se infiere de la Resoluciones Nos. 000982 de 2005 y 1251 de 2007 (Folios 3 a 5), es decir, la promotora del proceso agotó la reclamación administrativa en relación con la pensión de vejez, pero no la agotó respecto de la pensión de invalidez, que fue la que finalmente ordenó el juez de primera instancia.

Al respecto, esta Sala de Casación Laboral ha adoctrinado que la reclamación administrativa constituye un factor de competencia del juez del trabajo cuando la demandada sea la Nación, las entidades territoriales o cualquiera otra entidad de la administración pública, como lo es el ISS.”

Situación ésta que se corrobora en el presente ordinario laboral, pues a más de lo expuesto líneas atrás, al revisar la resolución GNR 284915 de 13 de agosto de 2014 –fls.31 y 32- se evidencia que el señor Gabriel de Jesús Vásquez Buriticá solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, lo que pone de manifiesto que no elevó la reclamación administrativa para que se le reconociera la pensión especial de vejez establecida en el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, haciéndose imposible su estudio por parte del juez laboral con base en las facultades extra y ultra petita, tal como viene de verse según el criterio de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.
De conformidad con lo expuesto, se revocará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral de Circuito, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de todas y cada una de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 13 de abril de 2015.
SEGUNDO. ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las pretensiones de la demanda.
TERCERO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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